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A partir de la sanción de la Ley Nº 14.788 (B.O.19.01.59) y hasta el dictado de Nº 23.548 (B.O.26.01.88)- o sea, durante treinta años nunca había logrado otro consenso entre la Nación y las Provincias para elaborar una ley de distribución interjurisdiccional de ingresos tributarios que recibiera la convalidación de las respectivas legislaturas. La Ley Nº 20.221 fué dictada por una administración militar cuando casi finalizaba el período “de facto”. Incluso la actual (23.548) fué originariamente concebida con carácter “transitorio” (Artículo 1º) y debía regir “...desde el 1 de enero de 1988 hasta el 31 de diciembre de 1989” (Artículo 15º). En previsión de que no se llegara a los necesarios acuerdos para establecer un régimen mas permanente, el artículo últimamente citado dispone que “Su vigencia se prorrogará automáticamente ante la inexistencia de un régimen sustitutivo del presente”. 

De esta forma, se trató de reparar el “vacío” legal que hubo en esta materia durante la accidentada experiencia del período 1984/87 pues, la ley anterior (Nº 20.221 de marzo de 1973), tenía un término de 10 años y a su vencimiento no se llegó a un acuerdo de partes para suscribir una nueva ley-convenio que la sustituyera. La reforma constitucional de 1994 se extiende ampliamente sobre los lineamientos principales que deberá tener el régimen de coparticipación que, por primera vez, adquiere ese rango superior. Además, se ordena que hasta fines de 1996 se cumpla con el dictado de dicho régimen legal; pero los discensos han sido irreconciliables hasta ahora.

En esta oportunidad se plantean incluso exigencias externas y deberá decidirse previamente sobre el criterio que corresponde adoptar con respecto a todas las detracciones "ex-ante" de la distribución interjurisdiccional que han modificado el régimen original de la Ley N° 23.548.

Esto implica, en especial, ratificar o revocar el destino de fondos que transitoriamente las Provincias cedieron a la Nación (15.0% del total coparticipable) para reforzar el sistema de seguridad social y las sucesivas desviaciones introducidas para afectarlas a otras asignaciones específicas.

Resuelto este problema quedará definida la "masa coparticipable" que, casi todos admiten, debe ser amplia e incluir la universalidad de los tributos -salvo los gravan el comercio exterior que son exclusivas de la Nación- y se estará en condiciones de discutir las proporciones asignables a la distribución primaria. Será indispensable al efecto evaluar el mayor gasto que representa la transferencia de servicios que se han realizado a las Provincias con posterioridad al año 1988 y que deben ser compensados mediante un incremento de sus recursos.

Luego de logrado el acuerdo entre la Nación y el conjunto de Provincias sobre este aspecto, les corresponderá a éstas establecer los parámetros y criterios destinados a concretar los objetivos redistributivos que ordena aplicar la reciente reforma constitucional.

Un problema adicional es el referido a la inclusión de la Capital Federal dentro de las jurisdicciones que serán receptoras de la distribución secundaria. Sobre el particular, el texto ínsito en el artículo 75° -tercer párrafo del inciso 2.- parece haber optado por considerarla como integrante nato del colectivo receptor de aquella, con lo cual ahora serían 24 jurisdicciones que acceden a la misma. Hasta la fecha, la participación corría por cuenta de la Nación y la Ley N° 20.221 la fijó, a través de su artículo 8°, en el 1.8%. La posterior N° 23.548 no menciona porcentaje alguno y la expresión utilizada (“...una participación compatible con los niveles históricos...) no obliga con certeza a la Nación, por su confuso texto que no precisa cuantía alguna.

La eventual eliminación del Impuesto a los Ingresos Brutos -señalado como fuertemente distorsivo de la neutralidad horizontal y reconocido como tal en los sucesivos Pactos Fiscales- agrega una problemática no de fácil solución, pues su sustitución o derogación implica revisar las fuentes de financiamiento locales; al margen de la conveniencia que ello implica a los efectos de eliminar el efecto "cascada" o “piramidación” y facilitar la armonización tributaria dentro del MERCOSUR. 

Las leyes-convenio en materia de coparticipación habitualmente se suelen establecer por plazos relativamente largos (10 años). La experiencia indica que no es aconsejable introducirles con frecuencia modificaciones que siempre actualizan conflictos o reinvindicaciones con hondas raíces históricas y muy larga data. Por ello, resulta conveniente en esta circunstancia realizar un análisis conjunto y comprensivo del problema relativo al financiamiento de los fiscos locales; procurando redefinir las respectivas competencias, servicios y funciones.
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UNA PROPUESTA CONCRETA.

El primer problema a resolver es el relativo a la distribución primaria. Históricamente este tema se ha traducido en lograr consenso sobre un cierto porcentaje que, por primera vez mediante la Ley N° 20.221, puso en un pié de igualdad lo asignado a la Nación y el conjunto de Provincias. Hasta ese momento coexistían dos regímenes principales contemplados por las leyes N° 14.788 y 14.390 que, en el año más favorable (1965), a las jurisdicciones locales llegó a asegurarles alrededor del 40% de la masa coparticipable. Desde 1966, se revirtió la tendencia y se comenzó a reducir la asignación al conjunto de provincias y a la Capital Federal. En cuanto a los tributos que formaban la masa coparticipada, no se incluían los ingresos derivados de diferencias entre el denominado "precio de retención" y los de mercado en los combustibles, establecidos por el régimen de la Ley N° 17.597 -negando su naturaleza tributaria- criterio éste que modificó en sentido inverso la Ley N° 23.548.

El incremento de 6.16% que estableció esta última para la distribución primaria en beneficio del conjunto de provincias correspondió a la compensación por transferencia forzada -que hizo la Nación a las Provincias durante el período 1978/80- de servicios de educación primaria, hospitalarios y sanitarios que tenía a su cargo (sin incluir lo estimado en un estudio especial por el C.F.I. -2.0%- para renovar o reparar la infraestructura obsoleta de los mismos).

En cualquier nuevo enfoque dicha problemática estará nuevamente presente. Durante el período 1992/94 la Nación ha dejado de atender la totalidad de escuelas secundarias que tenía a su cargo, como así también servicios de provisión de agua y sanitarios que aun operaba en las jurisdicciones provinciales (213.000 empleados dejaron de pertenecer a la Nación).

Los serios problemas de financiamiento que afronta la Tesorería General de la Nación y las de todas las jurisdicciones locales- provinciales y municipales- se han agravando en forma dramática durante los últimos años. En esta situación se hace menos viable una discusión serena y creativa para diseñar un régimen destinado a fijar criterios; que deberán ser respetados por un plazo prudencial, probablemente 10 años.

Además, pasarán a constituir antecedentes válidos y bases de referencia para todos los “derechos adquiridos” que, por otra parte, la reforma constitucional de 1994, pretende consolidar. Ello supone que las condiciones coyunturalmente poco propicias dificultan evaluar y resolver con objetividad una problemática tan compleja; lo cual pueden incidir en que primen criterios o enfoques no adecuados para regir en el mediano y largo plazo.

En consecuencia, se considera conveniente -en la medida de lo posible- obviar esa discusión y optar por la adopción de un criterio alternativo destinado a establecer en forma más automática y menos conflictiva la distribución primaria.

Sobre el particular se propone que el IVA -no incluyendo el 15% que reintegran las Provincias a la Nación con destino a seguridad social- corresponda en forma exclusiva al conjunto de las 24 jurisdicciones locales; mientras que el resto de los tributos que actualmente administra la Nación, tengan como único destino su Tesorería General. En todos los casos la legislación, administración y recaudación no dejaría de hacerse a nivel nacional, pero el contralor y auditoría con respecto a la correcta asignación entre los fiscos debería quedar a cargo exclusivo del "organismo fiscal federal" que ha creado la reforma constitucional y todavía no existe.

Se puede objetar que, al perder interés recaudatorio en el I.V.A., la Nación disminuya su celo en materia de contralor. Para evitar esta circunstancia, bastará con usar un mecanismo equivalente al artículo 7º de la Ley Nº 23.548; o sea, incluyendo una norma especial que asegure al conjunto de los fiscos locales una proporción mínima sobre la suma total recaudada en concepto de tributos de administración nacional; con obvia excepción de los que gravan el comercio exterior por corresponderle en forma exclusiva. 

Este nuevo esquema de distribución primaria permitiría, además, eliminar los tributos locales sobre ingresos brutos y crear una cuota suplementaria del I.V.A. para sustituirlo; la cual requiere un régimen propio de distribución entre las 24 jurisdicciones que les garantice un importe equivalente a la recaudación que resigna.

Esta nueva fórmula, destinada a resolver ese recurrente problema, no está en pugna con lo establecido por el artículo 75°-inciso 2.- de la Constitución Nacional. El mismo dice textualmente que "Una ley convenio, sobre la base de acuerdos entre la Nación y las provincias, instituirá regímenes de coparticipación...". En el párrafo siguiente establece los siguientes lineamientos que deberán informar el régimen por ella instituido: a) "relación directa a las competencias, servicios y funciones de cada una de ellas"; b) contemplar "criterios objetivos de reparto"; c) incluir criterios redistributivos y no simplemente devolutivos ("equitativa, solidaria y dará prioridad al logro de un grado equivalente de desarrollo, calidad de vida e igualdad de oportunidades en todo el territorio nacional").

El análisis de los requisitos constitucionales permite concluir que la propuesta es armónica con la letra y espíritu de dichas normas; siendo fundamental establecer los criterios de distribución secundaria que sean coherentes con ellos.

La experiencia histórica que surge de las diversas leyes de coparticipación, indica que desde la primera (Ley N° 12.139 del año 1934) hasta la dictada en 1973 -con vigencia prevista por 10 años (Ley N° 20.221)- se cumplió un positivo ciclo en que se procuró perfeccionar el uso de parámetros destinados a incorporar elementos redistributivos. En cambio, la Ley N° 23.548 en esta materia, constituye un retroceso; pues optó por postergar tales consideraciones y legisla en forma "provisoria", con intención que fuera sólo por dos años un criterio cuya vigencia se ha venido extendiendo en el tiempo -aunque se hayan introducido modificaciones a las asignaciones originales- debido a urgencias y requerimientos puntuales de carácter coyuntural.

Los índices de distribución secundarios, previstos por la citada ley, están directamente relacionados con lo que habían percibido por todo concepto las respectivas jurisdicciones en los ejercicios inmediatos anteriores. Es obvio que semejante metodología se adoptó frente a la imposibilidad de conciliar las diversas posiciones encontradas; pero colisiona con las condiciones que ahora establece en forma explícita la Constitución.

Un aspecto importante que debe resolverse es el referido a la participación que le adjudicará a la Capital Federal. Según el artículo 8° de la Ley N° 23.548, la Nación "...de la parte que le corresponde conforme a esta ley, entregará la Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires...una participación compatible con los niveles históricos, la que no podrá ser inferior en términos constantes a la suma transferida en 1987...".

Como se ha referido supra, dada la ambigüedad de esta norma y lo establecido por la reforma constitucional, si ahora pasara a integrar junto con las 23 provincias las jurisdicciones que participan de la distribución secundaria, hay que considerar los siguientes aspectos: a) la Nación "ahorrará" lo que hasta ahora le transfiere por ese concepto; b) la jurisdicción de la Capital Federal no afronta el costo de ciertos servicios (seguridad, justicia) que las provincias deben financiar con sus propios recursos. Esto significa que resultaría inequitativo su participación en plenitud con los fiscos provinciales sobre el total de la distribución secundaria. Una solución práctica sería -salvo que esos servicios le fueran transferidos- que de la asignación resultante se restara un porcentaje proporcional promedio de lo que insume el costo de los referidos servicios en las provincias. El destino de dicha detracción podría acrecentar la participación de éstas o reservarse para constituir un fondo de desarrollo regional cuya administración podría estar a cargo del organismo fiscal federal a crearse. En el caso que se transfieran a dicha jurisdicción los servicios y quedara en igualdad de condiciones con las provincias, el “ahorro” de erogaciones no puede beneficiar a la Nación, sino que deben ser -en igual medida- transferidos a la Capital Federal o, según el mecanismo que se elija, al total  de fondos sujetos a distribución secundaria.

En cuanto a los "criterios objetivos de reparto" a que hace referencia la Constitución, cabe subrayar que el uso de la variable "población" implica introducir una idea de coparticipación devolutiva, pues la densidad y localización están en relación directa con los diferentes niveles promedio de ingreso por habitante. La Ley N° 20.221 le adjudicó a este parámetro una proporción del 65%.

En la misma, a través del restante 35%, se introdujeron pautas redistributivas tendientes a atenuar la incidencia del parámetro poblacional. A ese efecto se establecieron otros dos: a) la relación por habitante de la "brecha de desarrollo entre cada jurisdicción y el área más desarrollada" que no pertenezca a la misma (25%) y b) la diferencia entre la densidad promedio de población y la correspondiente a cada jurisdicción que estuviera por debajo de ella.

La referida ley estableció además en su artículo 4° que la "brecha de desarrollo" tendría como referencia o valor base a los indicadores respectivos de la Capital Federal y Provincia de Buenos Aires. Como consecuencia de ello, ésta última no recibió desde entonces por aplicación de estos criterios importe alguno en la distribución.

La imposibilidad de disponer estimaciones confiables y actualizadas sobre producto bruto geográfico se reconoce implícitamente, pues el mismo artículo adoptó tres parámetros supuestamente representativos de la "brecha de desarrollo" (calidad de vivienda, grado de educación, automóviles por habitantes).

Es evidente que los mismos pueden ser sustituidos o complementados en la actualidad por otros no menos relevantes elaborados posteriormente, como pueden ser los relativos a condiciones de vida -que surgen de los estudios especiales o de los relevamientos periódicos que realiza en forma sistemática el INDEC- y que se refieren a necesidades básicas insatisfechas u otros índices significativos sobre los niveles de pobreza (desocupados, pobres pauperizados, indigentes, etc.).

Constituye una realidad histórica -que no puede obviarse- la permanente atracción que siempre ejerció el Puerto hacia donde convergen todas las vías de comunicación y el enorme imán que aún hoy es el área metropolitana. La concentración no se da sólo en cuanto al crecimiento del cordón del Gran Buenos Aires, sino que se traduce en sus expresiones económicas, políticas y funcionales. La gran mayoría de las empresas de cierta importancia, aún las que realizan parte sustancial de sus procesos productivos en el Interior, tienen fijado sus domicilios en el ámbito de la misma y tributan en esa jurisdicción. La centralización y sede exclusiva de organismos y dependencias dentro del referido perímetro, también contribuyen a que converjan hacia ella y contenga una alta proporción de empleados y funcionarios nacionales. Este problema no es exclusivo de Argentina pero, en nuestro país, asume características muy agravadas que lo convierten -a nivel mundial- en uno de los ejemplos más clásicos de macrocefalismo. Por lo tanto, la distancia que media entre cada una de las provincias y la Capital Federal constituye un alto costo diferencial para dichas jurisdicciones y sus habitantes.

En consideración de todos los aspectos concurrentes antes citados se propone que la distribución secundaria establezca los siguientes parámetros e indicadores:
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Directamente proporcional a la población: 65 %.
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Directamente proporcional a la relación porcentual entre la población con necesidades básicas insatisfechas y el total de la misma en cada una de las jurisdicciones: 25%.
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Directamente proporcional a la distancia que media entre la Capital Federal y cada una de las ciudades capitales de las 23 jurisdicciones provinciales: 10%.

El esquema asignativo resultante sería un importante aporte para resolver los siguientes problemas: 
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Desactivaría en forma definitiva la histórica puja Nación-Provincias en materia tributaria;
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Lograría la deseada eliminación de los impuestos con efecto "cascada" y una sustitución no traumática de estos ingresos;
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Mejoraría sensiblemente la equidad horizontal del sistema;
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Contribuiría a crear una nueva relación activa y funcional entre todas las provincias a través del "organismo fiscal federal";
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Permitiría liberar recursos materiales y humanos en los organismos fiscales provinciales, los cuales podrían ser afectados a mejorar la administración para lograr un mejor cumplimiento de los restantes tributos locales;
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Introduce mecanismos que tienden a lograr una sensible baja de los costos de administración y recaudación tributaria.
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